ACCIÓN DE TUTELA. SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN:   660013104002-2005-00254-01

ACCIONANTE:   GLORIA AMPARO HENAO MORENO en Rep. de la menor YEIMI TATIANA FRANCO HENAO.


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, febrero catorce (14) de dos mil seis (2006)
                                                               Aprobado por Acta No. 097
                                                               Hora: 05:45 p.m.
Desata la Sala por medio del presente fallo, la impugnación presentada por el apoderado de la Secretaría de Salud del Departamento de Risaralda, contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, que amparó el derecho a la salud en cabeza de la menor YEIMI TATIANA FRANCO HENAO, con motivo de la acción constitucional iniciada por la señora GLORIA AMPARO HENAO MORENO, madre de la niña.
1.- SOLICITUD  

Relató la accionante que su hija padecía de EPILEPSIA REFRACTARIA, según el diagnóstico efectuado por la Neuróloga Pediatra que la examinó, quien además, ordenó la práctica de una VIDEOTELEMETRÍA 8 HORAS, examen que le fue negado por la Secretaría de Salud Departamental.

Informó que su hija es beneficiaria del SISBEN desde hace tres (3) años y que actualmente presenta graves dolencias de salud, se encuentra con fuertes dolores y su estado es crítico, razón por la cual requería la atención en forma urgente; por tanto, solicitó que se ordenara a la entidad accionada disponer la práctica del examen, así como la cirugía, tratamiento, medicinas y trasporte que requiera la menor para restablecer su salud y así, hacer cesar la vulneración de tal derecho. 

2.- FALLO

El señor Juez de instancia, luego de analizar el contenido de las respuestas suministradas por las entidades accionadas: Hospital Universitario San Jorge y la Secretaría de Salud Departamental, en particular teniendo en cuenta que esta última informó que en efecto ya había expedido la orden para que se practicara el medio de diagnóstico, decidió tutelar el derecho y dispuso que tal entidad asumiera el costo completo del examen VIDEOMETRÌA y también, suministrara los demás tratamientos, procedimientos y medicamentos que determine el médico tratante, para el manejo de la epilepsia refractaria que padecía la paciente.

En su fallo, el funcionario fallador también requirió a la Secretaría de Salud Departamental para que gestionara con las autoridades administrativas pertinentes la asignación de una A.R.S. para la menor, con el fin de que tuviera claro qué entidad debía seguir suministrando la atención que precisaba y además, desvinculó al Hospital Universitario San Jorge.
3.- IMPUGNACIÓN

El apoderado de la Secretaría de Salud acude a esta instancia en busca de la revocatoria de lo dispuesto en el numeral segundo del fallo de tutela. Para ello, argumenta que son  los Municipios a quienes corresponde, de conformidad con los cupos disponibles, la asignación de las entidades Administradoras del Régimen Subsidiado que atenderán los requerimientos de salud de quienes han quedado debidamente inscritos en el SISBEN, según lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley 715 de 2001. Por tanto, tal actuación en el caso concreto era competencia de la Administración Municipal de Dosquebradas, y era precisamente a quien se debía requerir y no a la entidad que él representa. 
4.- SE CONSIDERA
De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito, en su rol de juez constitucional.

La decisión de fondo tomada por el señor fallador de instancia no ha sido discutida, antes por el contrario, fue acatada, aun antes de proferirse el fallo que definió la situación puesta en conocimiento de la judicatura por la señora madre de la menor afectada. 
El reparo se dirige hacia la orden accesoria encaminada a que cese la situación de incertidumbre en que se encuentra la atención que como menor y por ende sujeto especial de la protección constitucional y legal del Estado, debe prodigársele a la paciente en cuanto a su salud se refiere.
Es entendible que el señor juez de instancia haya tratado de poner término a esa situación de ambigüedad, que genera zozobra al grupo familiar que ante la situación de urgencia que presenta la menor, no sabe con certeza a qué entidad recurrir para que la niña sea tratada adecuadamente, lo que plenamente justifica la determinación así tomada.

Nótese que en la decisión impugnada, se dispuso que la Secretaría de Salud Departamental gestionara con las autoridades administrativas competentes la asignación de una A.R.S. que atendiera a la menor. Un entendimiento literal de tal expresión, nos permite colegir en primer lugar que está perfectamente claro para el señor sentenciador que no es directamente tal entidad la que debe realizar la asignación de la Administradora del Régimen Subsidiado que debe atender a la menor YEIMY TATIANA FRANCO HENAO; y por el otro, que la actuación de la entidad de salud departamental está encaminada a GESTIONAR, es decir, valerse de sus buenos oficios para que la espera que la familia debe realizar, dentro de lo posible, se aminore. Para contextualizar lo que se acaba de expresar, es pertinente en este momento, remitirse a la definición que trae el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española para el verbo al que hacemos referencia: Hacer diligencias conducentes al logro de un negocio o de un deseo cualquiera.  
Por demás, quizá tal vez la parte más interesada en que la Administración Municipal de Dosquebradas (Rda.) dentro de la oferta de cupos de que disponga, proceda lo más pronto posible a determinar a qué institución corresponde atender a la menor, sea la misma accionada. Entre más rápido se obtenga ese cometido, más pronto cesará la obligación que sobre la Secretaría ha recaído merced al fallo de tutela del que ahora nos ocupamos. 
No puede desconocerse, que así en nuestro Estado exista una descentralización administrativa territorialmente hablando, ello no implica que cada uno de los organismos de los ámbitos nacional, departamental o municipal, se desempeñen como ruedas sueltas, cuando precisamente debe existir coordinación y colaboración entre ellos para llevar a feliz término las responsabilidades que la Constitución y la Ley han descargado en ellos. En ese entendido, nada se opone a que la Secretaría de Salud del Departamento, interceda para hacer menos tortuoso el sendero que deben atravesar la niña afectada y su grupo familiar en aras de obtener la atención médica especializada que por la escasez de recursos económicos no están en posibilidad de costear.

Con fundamento en lo brevemente discernido, se confirmará el fallo de tutela recurrido. 
5.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
Primero: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito, que fuera impugnado. 
SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
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